Radicación: 6600131009003202100023 01

Accionante: María Elena Valencia Beltrán

Accionado: FOMAG y otro

Decisión:  Modifica

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / INCLUSIÓN EN NÓMINA / PENSIÓN DE INVALIDEZ / ES COMPETENCIA DE LA SOCIEDAD FIDUCIARIA / A QUIEN TAMBIÉN CORRESPONDE EL PAGO DE LAS MESADAS.
Centrándonos de manera exclusiva en el debate suscitado como consecuencia de la impugnación promovida por parte de la Secretaría de Salud de Pereira en contra del fallo de primer nivel que hizo extensivas en su contra las órdenes dictadas con el fin de proteger los derechos fundamentales desconocidos a la señora María Elena Valencia Beltrán, la Sala considera que no hay alternativa distinta a la de dirigirnos a la norma vigente para establecer sobre qué autoridad recae el deber de incluir en nómina de pensionados a los docentes del Magisterio y asumir el pago de las mesadas…
Así las cosas, es pertinente remitirnos a lo estipulado en el artículo 56 de la Ley 962 de 2005 consagra que “Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo…
… el artículo 2.4.4.2.3.2.15 del Decreto 1272 de 2018 deja por sentado lo siguiente: 

“Pago de los reconocimientos pensionales que amparan el riesgo de invalidez. Dentro de los 2 meses siguientes a la notificación y ejecutoria del acto administrativo de reconocimiento pensional, auxilios, indemnizaciones por enfermedad profesional, por accidente de trabajo y sustitutivas de pensión de invalidez y las demás que por disposición legal reconoce el Fondo, la sociedad fiduciaria deberá efectuar los pagos correspondientes.

PARÁGRAFO. El pago de la primera mesada pensional de invalidez por pérdida de la capacidad laboral se efectuará dentro de los 30 días calendario siguientes al reconocimiento de la pensión.”
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA PENAL
Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, quince (15) de junio de dos mil veintiuno (2021) 
Hora: 2:30 p.m. 
Aprobado mediante Acta # 467
	Radicación:
	6600131009 003 2021 00023 01

	Accionante:   
	María Elena Valencia Beltrán

	Accionado:
	FOMAG y otro

	Procedencia:
	Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira   

	Decisión: 
	Confirma 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación promovida en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la solicitud de amparo promovida por la señora MARÍA ELENA VALENCIA BELTRÁN en contra del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG y la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE PEREIRA.
ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Refirió la accionante que Ella se desempeñó como docente de vinculación nacional, y tuvo como último lugar de labores la Institución Educativa Ciudad Boquía, de Pereira. Posteriormente, mediante dictamen proferido el 27 de octubre de 2019, Cosmitet la calificó con una PCL del 85%. 

Por medio de la Resolución Nro. 1925 del 29 de abril de 2020 se le reconoció una pensión de invalidez a partir del retiro de nómina, por valor de $2.573.057, y mediante Decreto 798 del 13 de agosto de 2020, la Secretaría de Educación la retiró del servicio activo a partir del 1º de septiembre de 2020, toda vez que la Fiduprevisora S.A. exige que se allegue el acto administrativo del retiro del servicio como docente, con el propósito de realizar el pago de la pensión de invalidez.
Para el mes de diciembre de 2020 no había sido incluida en nómina de pensionados, por lo que procedió a establecer comunicación telefónica con la Fiduprevisora, donde le indicaron que no aparecía registro de su condición de pensionada y la conminaron a pedir información en la Secretaría de Educación. 
Al indagar en la Secretaría de Educación de Pereira, le dijeron que la Fiduprevisora había devuelto la documentación para que realizaran correcciones en la liquidación de la mesada pensional, lo que aparentemente fue subsanado el 22 de enero de 2021. 

Por otro lado, como consecuencia de su desvinculación laboral y falta de inclusión en nómina, ella y su núcleo familiar fueron desvinculados del Sistema de Seguridad Social en salud desde octubre de 2020, lo que vino a tener solución en febrero de 2021. Además, ha debido acudir a la ayuda de familiares y solicitar préstamos para sufragar sus necesidades básicas. 
PRETENSIONES:
Acorde con lo anterior, la accionante pidió la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital y seguridad social, y como consecuencia de ello, se ordene a la Fiduprevisora S.A. y la Secretaría de Educación del Municipio de Pereira que, en el ámbito de sus competencias procedan a dar respuesta de fondo, clara y congruente a la petición de inclusión en la nómina de pensionados y se proceda con el pago de las mesadas pensionales con el retroactivo correspondiente.
ANTECEDENTES PROCESALES: 
- El Despacho de instancia ordenó correr traslado de la demanda al FOMAG y la Secretaría de Educación municipal de Pereira mediante auto del 5 de abril de 2021. 
- Dentro del término de traslado, la Secretaria de Educación de Pereira expuso que: 

i) Mediante Resolución No. 1925 el 29 de abril de 2020 esa entidad reconoció pensión de invalidez a la accionante; y ese acto administrativo fue trasladado en término a la Fiduprevisora S.A por ser la entidad competente para realizar el pago.
ii) La Fiduprevisora S.A devolvió el proceso por considerar que la liquidación efectuada en el acto administrativo era equivocada, pero esa Secretaría decidió reenviarla el 22 de enero de 2021 en iguales términos porque evidenció que la liquidación había sido realizada conforme al ordenamiento jurídico. En esa ocasión pidió a la Fiduprevisora que procediera con el pago e informó sobre la premura del proceso, toda vez que la señora María Elena no estaba recibiendo ningún tipo de remuneración. 

iii) El 15 de enero de 2021 la accionante elevó una solicitud a la Secretaría a través de correo electrónico en la que pedía pronta resolución a los retrasos, a lo que se le dio respuesta el 25 de enero de 2021 y se complementó el 27 de enero de 2021, informándole el estado del proceso. 

iii) La Secretaría responde lo correspondiente a sus competencias, no pudiendo emitir un pronunciamiento distinto pues incurriría en una contestación contra legem. 

iv) La Fiduprevisora es actualmente la única competente para resolver de fondo el caso de la accionante. 

- La Fiduprevisora S.A., vocera del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tras referirse a la naturaleza y objeto de esa entidad, argumentó que “una vez radicada la solicitud, la misma se trasladó al área encargada, quienes se encuentran validando la información a fin de contestar la petición que originó la presente acción constitucional”. 

- Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de primer nivel resolvió mediante sentencia del 19 de abril de 2021 tutelar los derechos fundamentales de petición, mínimo vital, salud y seguridad social de los que es titular la señora María Elena Valencia Beltrán, los cuales encontró vulnerados por parte de la Secretaría de Educación de Pereira y la Fiduprevisora, por cuanto, basado en las reglas generales que orientan el derecho fundamental de petición, y los términos consagrados para dar respuesta a solicitudes en materia pensional, pudo concluir que: 

“… la petición de la accionante en este caso debe ser resuelta dentro de los plazos normales para dar respuesta a dichos requerimientos, máxime cuando se advierte la vulneración de los derechos como el mínimo vital y la seguridad social, recuérdese que fue calificada con una pérdida de su capacidad laboral del 85 %, acontecer que no le permite desempeñar la función de docente que habitualmente desarrollaba, además mencionó y así se colige de los anexos de la tutela, que los servicios en salud por parte de Cosmitet le fueron suspendidos al no encontrarse realizando aportes ante esa entidad, lo que como le refirió la misma IPS es asumido por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y ella aun no registra en la nómina de pensionados, pese a que cuenta con el reconocimiento de la pensión de invalidez por parte del Secretario de Educación Municipal de Pereira, a través de la Resolución 1925 del 29 de abril de 2020.

(…) 

La señora María Elena Valencia Beltrán cuenta con una especial protección constitucional dada la pérdida de su capacidad laboral que no le permite proveerse recursos por medio diferente a la pensión por invalidez que ya le fue reconocida y como ya se mencionara, no se encuentra en condiciones de ser reintegrada a su actividad de docente, por lo que requiere con urgencia la inclusión en nómina de pensionados que le permita recibir ingresos con los cuales garantiza su derecho fundamental al mínimo vital y realizar los aportes para la prestación del servicio médico asistencial, como quedó registrado en el artículo tercero de la Resolución 1925 de 2020.”

Entonces, la Jueza falladora dispuso en la parte resolutiva de la sentencia lo siguiente: 
“… se ORDENA a la FIDUPREVISORA, FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG y a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE PEREIRA, si no lo han hecho, que en el término de cuarenta y ocho horas (48) horas, contadas a partir de la notificación de la sentencia, realicen las gestiones dentro de sus competencias a fin de que se incluya en la nómina de pensionados a la señora María Elena Valencia Beltrán, se inicie el pago efectivo de su mesada pensional y se pague a modo de retroactivo el valor dejado de percibir desde la fecha en que fue retirada del servicio de docencia (1 de septiembre de 2020) hasta la fecha en que reciba su primera mesada como pensionada por invalidez”
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Inconforme con la decisión de instancia, la Secretaria de Educación de Pereira, presentó dentro del término de ley un escrito de impugnación, en el que hizo eco de lo dicho en su escrito inicial, aseverando que no tiene competencia para dar cumplimiento a la orden decretada por el Despacho de primera instancia. 
Pidió que se revoque el fallo de primer nivel, y de no ser así, por lo menos se desvincule del trámite a esa entidad.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Problema jurídico a resolver: 

El problema jurídico que se deriva de la impugnación presentada por la Secretaría de Educación de Pereira gira única y exclusivamente en torno a establecer si es viable desvincular a esa entidad del presente asunto, por carecer de competencia para incluir en la nómina de pensionados a la señora María Elena Valencia Beltrán. 
3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial creado por el Constituyente Primario para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Centrándonos de manera exclusiva en el debate suscitado como consecuencia de la impugnación promovida por parte de la Secretaría de Salud de Pereira en contra del fallo de primer nivel que hizo extensivas en su contra las órdenes dictadas con el fin de proteger los derechos fundamentales desconocidos a la señora María Elena Valencia Beltrán, la Sala considera que no hay alternativa distinta a la de dirigirnos a la norma vigente para establecer sobre qué autoridad recae el deber de incluir en nómina de pensionados a los docentes del Magisterio y asumir el pago de las mesadas, teniendo en consideración que en el acto administrativo por medio del cual la accionante quedó desvinculada de sus labores se consignó que “(SIC) …mediante Resolución No. 1925 del 29/04/2020, se le reconoce la pensión de invalidez a la docente VALENCIA BELTRÁN; acto administrativo notificado vía electrónica el 20/05/2020 según autorización expresa, quedando debidamente ejecutoriado, el 04/06/2020 a las 6:00 pm; teniendo en cuenta que no renunció a términos de ejecutoria y no se interpuso recurso de reposición”. 
Así las cosas, es pertinente remitirnos a lo estipulado en el artículo 56 de la Ley 962 de 2005 consagra que “Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente.”
De igual manera, el numeral 1° del artículo 5º de la Ley 91 de 1989 señala que: “El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá los siguientes objetivos: (…) 1. Efectuar el pago de las prestaciones sociales del personal afiliado.”
Finalmente, el artículo 2.4.4.2.3.2.15 del Decreto 1272 de 2018 deja por sentado lo siguiente: 

“Pago de los reconocimientos pensionales que amparan el riesgo de invalidez. Dentro de los 2 meses siguientes a la notificación y ejecutoria del acto administrativo de reconocimiento pensional, auxilios, indemnizaciones por enfermedad profesional, por accidente de trabajo y sustitutivas de pensión de invalidez y las demás que por disposición legal reconoce el Fondo, la sociedad fiduciaria deberá efectuar los pagos correspondientes.

 

PARÁGRAFO. El pago de la primera mesada pensional de invalidez por pérdida de la capacidad laboral se efectuará dentro de los 30 días calendario siguientes al reconocimiento de la pensión.”
Aclarado lo anterior, y llevándolo al caso concreto encuentra esta Sala que le asiste razón a la entidad impugnante al aseverar que no pueden hacérsele extensivas las órdenes de inclusión en nómina de la señora María Elena, porque si bien es válido afirmar que el trámite pretendido por la actora en un inicio era de carácter interinstitucional o mancomunado entre la Secretaría de Educación y la Fiduciaria, lo cierto es que ninguna responsabilidad se le puede atribuir al organismo territorial, por cuanto que el acto administrativo que reconoció la pensión por invalidez se encuentra en firme, quedando en cabeza de la Fiduprevisora la inclusión en nómina.   

Así las cosas, se habrá de conceder la razón a la Secretaría de Educación de Pereira, ordenando su desvinculación del presente asunto. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE: 

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 3° Penal del Circuito de Pereira, en el sentido de tutelar los derechos fundamentales invocados por la señora MARÍA ELENA VALENCIA BELTRÁN en contra del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG y la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE PEREIRA.

SEGUNDO: MODIFICAR el numeral segundo de la sentencia de tutela revisada, para en su lugar DECLARAR que las órdenes allí impartidas solo recaerán sobre el FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO - FIDUPREVISORA. 

TERCERO: DESVINCULAR de este asunto a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE PEREIRA. 
CUARTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado
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